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OPINIÓN N.° 069-2007/DOP
Consultante: 
Aricom S.A.C. Contratistas Generales
Asunto:
Reajuste de precios en ejecución de obras
Referencia:


Carta s/n de fecha 11.06.07
1.
ANTECEDENTES 
Mediante el documento de la referencia, el apoderado de la empresa Aricom S.A.C Contratistas Generales, en lo sucesivo la empresa, consulta sobre la aplicación del reajuste de precios de bienes en la ejecución de una obra efectuada a favor de la Universidad Particular de Chiclayo.
2.
CONSULTA Y ANÁLISIS 

La empresa refiere que firmó un contrato a suma alzada y en moneda extranjera con la Universidad Particular de Chiclayo para la ejecución de una obra a favor de ésta; sin embargo, señala que existen materiales cuyo precio está influenciado por la cotización del mercado internacional, como es el caso del acero; por lo que habiéndose incrementado el precio de dicho material, consulta sobre la posibilidad de aplicar el reajuste de precios de los insumos como reajuste para costos de obra. 

Sobre el particular, debe indicarse lo siguiente:

2.1 De acuerdo con la Segunda Disposición Final del Reglamento, corresponde a este Consejo Superior absolver consultas sobre el sentido y alcance de las normas de su competencia. 
Por tanto, atendiendo a lo requerido por la empresa, el presente análisis considerará exclusivamente la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, pese a que la consulta se ha formulado en el marco de una relación entre instituciones privadas.

2.2 En el marco de las normas de contrataciones y adquisiciones públicas, los contratos expresados en moneda nacional pueden establecer fórmulas de reajuste de los pagos que corresponden al contratista. 
Al respecto, se tiene que las fórmulas de reajuste previstas en el Reglamento tienen por finalidad y contenido reestablecer el equilibrio económico que se hubiera afectado por el transcurso del tiempo entre la fecha de celebración del contrato y la fecha de la ejecución de la prestación. 
2.3 Así, en el caso de los contratos de obras pactados en moneda nacional, el numeral 2 del artículo 55º del Reglamento establece que las Bases establecerán las fórmulas de reajuste. Las valorizaciones que se efectúen a precios originales del contrato y sus ampliaciones serán ajustadas multiplicándolas por el respectivo coeficiente de reajuste “k” que se obtenga de aplicar en la fórmula o fórmulas polinómicas, los índices unificados de precios de la construcción que publica el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), correspondiente al mes en que debe ser pagada la valorización. Tanto la elaboración como la aplicación de las fórmulas polinómicas se sujetan a lo dispuesto en el Decreto Supremo Nº 011-79-VC y sus modificatorias, ampliatorias y complementarias.
2.4 No obstante, el numeral 4 del artículo 55º del Reglamento indica expresamente que no son de aplicación las fórmulas de reajuste cuando las Bases establezcan que las propuestas se expresen en moneda extranjera, salvo el caso de bienes sujetos a cotización internacional o cuyo precio esté influido por ésta, como es el caso del petróleo crudo, el oro, la plata, etc.
De lo expuesto se desprende que si se hubieren producido aumentos en el precio de algunos de los bienes involucrados en la ejecución de la obra, debido a alteraciones producidas en el mercado internacional
  –situación al margen de las decisiones que pudieran adoptar la Entidad o el contratista–, los efectos de dicha alteración afectarán la relación contractual, correspondiendo que la Entidad evalúe la posibilidad de reconocer los mayores gastos en los que incurrirá el contratista para la correcta ejecución de la prestación.

En el caso que la Entidad no reconozca el pedido formulado por el contratista por los mayores gastos generados como consecuencia del alza de precios de bienes sujetos a cotización internacional, el contratista está facultado para someter la controversia a conciliación y/o arbitraje, como lo establece la Ley.
2.5 Tratándose de un contrato celebrado entre dos entes privados, la relación jurídica surgida entre ambos se regula, en primer término, por lo dispuesto en el propio contrato, y, supletoriamente, por lo establecido en el Código Civil. 
En esa medida, si bien los pactos contenidos en el contrato están dotados de fuerza vinculante para las partes (con fuerza de ley entre ellas), el Código Civil permite que lo expresado en él pueda ser modificado de común acuerdo entre las partes contratantes
. 

Por tanto, incluso si no se hubiera previsto en el contrato, nada obsta que las partes acuerden el reajuste, siempre y cuando no se afecte el derecho de terceros ni se infrinja las normas que regulan el derecho civil.   
3.
CONCLUSIONES

3.1 Para los contratos con entidades públicas, a pactarse en moneda nacional, la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado permite la inclusión de fórmulas de reajuste. 
3.2 En el caso de los contratos con entidades públicas, pactados en moneda extranjera, sólo será posible contemplar reajustes cuando los bienes involucrados en la ejecución de la prestación se encuentren sujetos a cotización internacional o cuando su precio se encuentre influido por éste. En este caso, cabe que se reconozcan aquellos mayores gastos en que hubiera incurrido el contratista para ejecutar efectivamente la prestación. Las controversias que pudieran surgir por este motivo se resolverán mediante conciliación y/o arbitraje, conforme lo establece la Ley.
3.3 Tratándose de un contrato celebrado entre dos entes privados, la relación jurídica surgida entre ambos se regula, en primer término, por lo dispuesto en el propio contrato, y, supletoriamente, por lo establecido en el Código Civil. Por tanto, incluso si no se hubiera previsto en el contrato, nada obsta que las partes acuerden el reajuste, siempre y cuando no se afecte el derecho de terceros ni se infrinja las normas que regulan el derecho civil.   

Jesús María, 21 de agosto de 2007
MSH/.

� De conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en lo sucesivo la Ley), la Segunda Disposición Final de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en lo sucesivo el Reglamento) y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de las normas sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión o mención a asuntos específicos. En este sentido, el presente análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� Dichas alteraciones deberán estar debidamente sustentadas y acreditadas.





� DE LA PUENTE Y LAVALLE, Manuel. El Contrato en General. Tomo I. Palestra Editores. Lima 2001. Pág. 316: “La consecuencia más importante de la obligatoriedad de las relaciones jurídicas creadas por el contrato, y la que realmente da sentido a dicha obligatoriedad, es su intangibilidad o irrevocabilidad. Se entiende por intangibilidad (o irrevocabilidad) el que, una vez formado el contrato por el acuerdo de declaraciones de voluntad, la relación jurídica patrimonial que constituye su objeto, aun cuando no haya entrado en vigencia (verbigracia, por existir una condición o un plazo), no puede ser modificada, sino por un nuevo acuerdo”.





